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1. Introducción. 
 

 
En el modelo actual de gestión de la Agencia Tributaria española, los flujos de 

información se articulan como eje fundamental de un sistema moderno de control y 
administración fiscal. Disponer y desarrollar un sistema eficiente tanto de captación de 
información como de utilización de la misma es imprescindible para lograr los múltiples 
objetivos que una Administración Tributaria solvente y eficaz exige; desde los objetivos 
recaudatorios, a los relativos a la asistencia y mejora de las relaciones con los 
contribuyentes, pasando por el control de cumplimiento de las obligaciones tributarias, 
el esfuerzo realizado desde su creación por nuestra Agencia Estatal de Administración 
Tributaria ha sido titánico y ha permitido consolidar un modelo de gestión integral e 
integrado de la información tributaria, reconocido a nivel internacional. 
 
En este sentido, uno de los objetivos  estratégicos del nuevo Gobierno, el adecuado 
desarrollo de la lucha contra el fraude fiscal y, en concreto, la planificación y el 
desarrollo de las tareas de control e inspección, exige que las Administraciones 
Tributarias dispongan de la máxima información y de la más alta calidad, que además 
ha de obtenerse con el mínimo retraso respecto a los hechos a que se refiere. 
 
Sin embargo, el Estado de las Autonomías ha permitido que, en el ámbito de las 
actuaciones de gestión y control tributarios se produzca la concurrencia de diversas 
administraciones, tanto por las estructuras internas de la Administración Pública Estatal, 
como por las estructuras de la Administración Autonómica y Local. Un ejemplo 
paradigmático de los problemas de coordinación de diferentes Administraciones 
Tributarias en España que nos debería servir como “aviso a navegantes” lo constituye la 
existencia de los Regímenes Foarles de Concierto y Convenio con el País Vasco y 
Navarra, donde los mecanismos técnicos de intercambio de información fiscal  “se leen 
en clave política”. En cualquier caso,  la realidad pone de manifiesto deficiencias tanto 
en materia de coordinación como de colaboración, lo que determina que se produzcan 
pérdidas de información en la gestión de los tributos con la consecuente pérdida de 
eficiencia. 
 
Los Argumentos a favor de una Agencia Tributaria única y centralizada son múltiples y 
variados. Sin animo de exhaustividad, se podría señalar que por lo que se refiere a la 
información y asistencia al contribuyente, las agencias autonómicas tendrían seria 
dificultades en alcanzar los plazos medios de devoluciones del IRPF o las de IVA 
exportadores, por problemas para verificar la existencia de deudas en fase de embargo 
del declarante a favor de otras administraciones o problemas para averiguar si las 
retenciones practicadas fueron ingresadas en otras administraciones. 



 
También el servicio de comunicación de datos fiscales o la preparación de borradores de 
declaración, ya de por sí complejo teniendo en cuenta la cantidad de información a 
integrar, se vería altamente mermado puesto que, por la rapidez que requiere este 
instrumento de ayuda, cualquier agencia autonómica sería incapar de suministrar a sus 
contribuyentes los datos tributarios procedentes de territorios distintos  de su ámbito 
geográfico. Por otro lado, en la labor de información y asistencia a los contribuyentes 
no se garantizaría la necesaria unidad de criterio en perjuicio del contribuyente en 
términos de calidad y seguridad.  
 
Pero especialmente es en el ámbito de control e inspección donde la compartimentación 
de la AEAT perjudicaría seriamente la detección y corrección de los incumplimientos 
tributarios. Cada administración arrostraría con una pérdida de información tributaria, 
de carácter períodico, que se generase en los territorios de las restantes 
administraciones, además de la evidente debilidad para disciplinar a los obligados 
tributarios ajenos al ámbito específico de actuación de una agencia autonómica en 
relación a requirimientos puntuales de información necesaria para la investigación y 
comprobación de sus propios contribuyentes 
 
Otro elemento a tener en cuenta sería la complejidad jurídica, administrativa y técnica 
que un modelo de agencias tributarias autonómicas presentaría en la inspección 
tributaria de un grupo de sociedades con domicilios fiscales en varias CC.AA., o de una 
gran empresa que opere en el territorio de varias CC.AA. De alguna manera el papel 
coordinador de la Oficina Nacional de la Inspección se vería limitado por la 
interferencia de otras administraciones interesada o, en su caso, actuantes. 
 
Un elemento adicional a considerar, que afectaría incluso a títulos competenciales 
recogidos en el artículo 149 de la CE, como es el tratamiento similar ante todas las 
Administraciones Públicas, no es otro que la posibilidad de que, dependiendo del 
domicilio fiscal y de la autoridad competente en cada caso, los obligados tributarios se 
encontrasen con diferentes criterios de selección para ser inspeccionados, en la 
concesión de los aplazamientos de las deudas tributarias y en otras cuestiones que 
introducen una mayor discrecionalidad territorial en las relaciones con los 
contribuyentes. 
 
Por último no debemos olvidar la probabilidad de que la multiplicación de agencias 
tributarias suponga un aumento en los costes de la gestión del sistema en su conjunto 
con la consiguiente pérdida de eficiencia del sistema, así como que las necesidades de 
intercambio de información y de asistencia recíproca ente países en un mundo 
globalizado, se verían dificultadas por la pérdida de peso y presencia internacional que 
sufriría una administración autonómica respecto de una nacional. 
 
Baste esta breve introducción para darnos cuenta de la magnitud de los problemas que 
se derivan del trabajo de Agencias Tributarias en sistemas descentralizados y 
especialmente en el caso español cuando se abre la perspectiva de creación de Agencias 
Tributarias autonómicas con competencias en tributos o impuestos compartidos por el 
Estado y los Gobiernos subcentrales.  
 
 

2. Configuración de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 



 
Como cuestión previa de carácter introductorio, parece oportuno destacar los 
elementos básicos relacionados con la naturaleza y configuración de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria: 
• La AEAT es un ente de derecho público, integrado en las Administraciones 

Públicas Centrales y adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda, a través de 
la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos, con personalidad jurídica 
propia y plena capacidad pública y privada. 

• Es la organización administrativa responsable, en nombre y por cuenta del 
Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero, y 
de aquellos recursos de otras administraciones y entes públicos, nacionales o 
internacionales, cuya gestión se le encomiente por ley o por convenio. 

• Corresponde a la AEAT desarrollar las actuaciones administrativas necesarias 
para que el sistema tributario estatal, y el aduanero se apliquen con generalidad y 
eficacia a todos los obligados tributarios, mediante los procedimientos de 
gestión, inspección y recaudación, tanto formal como material, con el objetivo 
de minimizar los costes indirectos derivados de las exigencias formales 
necesarias para el cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

• Corresponde a la AEAT, en el ámbito de sus competencias, desarrollar los 
mecanismos de coordinación y colaboración con las instituciones comunitarias, 
las administraciones tributarias de los países miembros de la Unión Europea y 
con las otras administraciones tributarias extranjeras, que resulten necesarios 
para una eficaz gestión de los sistemas tributario y aduanero en su conjunto. 

• La Agencia Tributaria española desarrolla sus funciones, su régimen jurídico, 
organización y funcionamiento, con arreglo a los principios de eficiencia, 
economía de gestión, autonomía organizativa, participación de las 
administraciones pública interesadas en su gestión y, en la corresponsabilidad 
fiscal con las Comunidades Autónomas. 

• La Agencia Tributaria está constituida por organos jerárquicamente 
estructurados y actúa con personalidad jurídica única, bajo la superior dirección 
de sus órganos rectores. 

• La Agencias Tributaria ajusta su funcionamiento ordinario conforme a criterios 
de planificación y programación de actuaciones, dirección por objetivos y 
control de gestión y de sus resultados, impulsando mecanismos de auditoría 
interna, buscando optimizar la calidad de sus servicios  y promover una eficaz 
gestión del conocimiento obtenido en el ejercicio de sus funciones. 

 
Los órganos rectores de la AEAT son el Presidente y el Director General, 

 existiendo, asimismo, un Consejo Superior de Dirección de la Agencia que actúa como 
órgano de asesoramiento del Presidente y como órgano de participación de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía en la propia Agencia. 
 
 A su vez, existen como órganos de participación de las Comunidades y Ciudades 
con Estatuto de Autonomía en la AEAT: 
 * a nivel central: la Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria. 
 * a nivel territorial:  los Consejos Territoriales de Dirección para la Gestión 
Tributaria. 
 
 

 



 
 
 
 
 
 
Este esquema de organización del trabajo así como el organigrama y el 
entramado de relaciones institucionales generadas permite optimizar la gestión al 
desempeñar sus funciones con eficiencia y capacidad de gestión contrastadas. 
 
 

3. La Agencia Tributaria como solución organizativa que desempeña sus funciones 
con eficiencia y capacidad de gestión contrastables. 
 
La AEAT es una de las administraciones tributarias más eficiente en el 
desempeño de las funciones encomendadas. En las estadísticas comparativas que 
realiza la OCDE en relación con el funcionamiento de las administraciones 
tributarias de distintos estados, se pone de manifiesto que, en el año 2002, el 
coste de recaudar 100 euros líquidos ha sido de 0,78 euros.  Si tenemos en 
cuenta el coste de recaudar 100 euros brutos (sin incluir devoluciones) el coste 
se reduce a 0,68 euros. Cabe destacar que este ratio es el quinto más bajo de los 
países tomados como referencia, por debajo de países como Australia, Canadá, 
Bélgica, Japón, etc. 
 
Cualquier solución organizativa que residencia la competencia sobre la gestión 
de todo el sistema tributario en el ámbito de cada territorio podría afectar a este 
ratio de coste de forma negativa, por dos razones fundamentales: 

• Necesidad de duplicar en cada administración tributaria medios personales y 
materiales que en la actualidad son comunes a todos los órganos centrales y 
territoriales. 

• Dificultad de extender, en cada territorio, toda la red de convenios y acuerdos de 
colaboración social y coordinación tributaria, intercambio y cesión de 
información, etc., que generalmente aplica y acuerda, con carácter común, un 
Agencia Tributaria Estatal. 

 
4. La Estructura organizativa de una Agencia Estatal con implantación territorial en 

todos los ámbitos geográficos como garantía de igualdad de trato del 
contribuyente. 

 
Una Agencia Tributaria Estatal con una estructura organizativa pensada, 
desarrollada e implantada territorialmente (p.e., en España en el ámbito 
autonómico, provincial y local) es una garantía de su presencia en todo el 
territorio del Estado para la prestación de los servicios básicos de información y 
asistencia al contribuyente y para el ejercicio de sus funciones de control del 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y aduaneras. En este ámbito, la 
unidad de decisión es una clave de seguridad para la aplicación armónica del 
sistema tributario en todo el Estado, en cumplimiento estricto de los principios 
constitucionales de generalidad y no discriminación entre ciudadanos en la 
aplicación de los mecanismos de financiación del gasto público. 
 



En este sentido, la Agencia Tributaria española cuenta con 17 Delegaciones 
Especiales, 56 Delegaciones, 203 Administraciones, 37 Administraciones de 
Aduanas y, además, una pluralidad de oficinas, recintos aduaneros e 
instalaciones de la Agencia que permiten garantizar este objetivo. 
 
Otras soluciones en las que la competencia sobre estructura y organización de 
las Agencias Tributarias se comparta o residencia en los distintos territorios de 
un Estado podría ocasionar disparidades operativas en el funcionamiento 
integrado de la Administración Tributaria en los distintos territorios del Estado 
y, por tanto, disparidades en la prestación de servicios al ciudadano y, 
especialmente, en el control de cumplimiento de las obligaciones tributarias y 
aduaneras. 
 

5. La Agencia Estatal de Administración Tributaria como garantía de la integración  
de las administraciones tributarias y aduaneras. 

 
A nivel internacional resulta cada día más generalizado el sistema de 
administración integrada de los sistemas tributario y aduaneros, al permitir una 
gestión tributaria integral de todos los contribuyentes. Este esquema 
organizativo permite que todas las áreas estén coordinadas y ejerzan sus 
funciones de acuerdo con una planificación común, formando y manteniendo 
también un censo y bases de datos de carácter común. 
 
El caso español constituye un ejemplo paradigmático de esta opción que está 
sirviendo como referencia para otras administraciones tributarias de países 
latinoamericanos. Probablemente, abundando en esta idea sería interesante dar 
un paso más e integrar la actual Dirección General del Catastro en la AEAT con 
el fin de formar censos y bases de datos armonizadas que permitan optimizar la 
gestión de la información en las labores de control tributario y recaudación al 
incorporar las bases de datos de propiedad inmobiliaria al sistema general de 
gestión de la información tributaria que la AEAT realiza. 
 
En cualquier caso, otra solución organizativa que residencie la aplicación de los 
tributos en el ámbito territorial subestatal tendría como consecuencia la 
separación de los ámbitos tributario y aduanero que serían competencias de 
administraciones tributarias distintas e implicaría también las formación de 
censos y bases de datos independientes que ocasionarían importantes 
dificultades de integración y gestión ya superadas en el caso español. 

 
6. Una Agencia Estatal de Administración Tributaria garantiza la existencia, 

mantenimiento y ejecución de una única planificación en todo el territorio del 
Estado, compatible, por su flexibilidad, con las singularidades propias de cada 
territorio y las necesidades y demandas de las autoridades fiscales de cada 
territorio. 

 
La AEAT española funciona, en este sentido, con unos instrumentos de 
planificación perfectamente definidos como son: 

• el Plan anual de objetivos, consensuados con las Administraciones de las 
CC.AA. 

• el Plan General de Control Tributario,  



• el Programa Especial de Calidad en la prestación de los servicios, y 
• en el ámbito de la planificación estratégica de carácter plurianual, el Documento 

Estratégico “Agencia Tributaria 2005”, aprobado en el año 2003, aunque, 
probablemente, sujeto a revisiones por parte de las nuevas autoridades del 
Ministerio de Economía y Hacienda y de la AEAT como consecuencia del 
cambio de gobierno surgido después de las elecciones de 14 de marzo de 2004. 

 
Este sistema de planificación de una Agencia Tributaria Estatal evita una serie de 
riesgos e inconvenientes en la aplicación del sistema tributario, bajo fórmulas 
organizativas que residencian estas competencias en ámbitos territoriales 
subestatales, como, por ejemplo: 
• la coexistencia de distintos esquemas de planificación aplicables en los 

diferentes territorios. 
• La coexistencia de instrumentos de planificación de contenido dispar en los 

distintos territorios de aplicación de los impuestos. 
• Falta de concordancia en el tratamiento de los contribuyentes en razón de la 

planificación diferenciada que establezca cada administración territorial. 
• Falta de coordinación y pérdida de eficacia en la administación tributaria, al 

tener distintos objetivos y referentes de actuación. 
• Dificultad y complejidad en las toma de decisiones sobre la integración o 

consolidación de las planificaciones establecidas en cada territorio y sobre la 
exigibilidad vinculante a nivel político de esta planificación integrada o 
consolidada. 

• Como consecuencia de lo anterior, la posibilidad de que determinadas 
administraciones tributarias subestatales no se vinculen a distintos elementos 
comunes de la planificación o, incluso, a toda ella. 

 
En España, la planificación en la Agencia tiene carácter integral: comprende la 
fijación de objetivos, el seguimiento períodico de su cumplimiento y la valoración 
del trabajo de los funcionarios con arreglo a diversos parámetros, acordes con los 
resultados alcanzados. La realidad es que ninguna administración territorial española 
hasta la fecha ha establecido mecanismo de planificación similares, con excepción  
parcial de las administraciones forales. 

 
7. Una Agencia Estatal de Administración Tributaria garantiza la formación y 

mantenimiento de un censo general y actualizado de contribuyentes, y una base 
de datos común que integra toda la información con trascendencia tributaria de 
los contribuyentes. 

 
Resulta habitual en los países con Administraciones tributarias subestatales el 
desarrollo en cada una de ellas de distintos sistemas informáticos o 
informatizados de gestión de los tributos y, consecuentemente, con formas de 
gestión, mantenimiento y explotación de sus bases de datos dispares, lo que 
dificulta la integración y explotación de la propia información de las 
administraciones territoriales. 

    
 Los riesgos e inconvenientes que se derivan de esta fragmentación de la 
información son evidentes y graves en muchos caso: 
*  la enorme dificultad técnica de integración de la información provocada por distintas 
decisiones de ámbito territorial en relación con su organización y contenido, 



procedimientos y sistemas informáticos de soporte de la misma, y criterios y tiempo de 
transmisión de los datos 
* dificultan una visión integral de perfil del contribuyente en el ámbito de la gestión 
tributaria, abriendo las posibilidades de estrategias de planificación fiscal territorial por 
parte de los contribuyentes para eludir determinadas obligaciones tributarias generales. 
* los elevados costes de mantenimiento e integración de las distintas bases de datos. 
* la falta de un censo y una base de datos debidamente integrados y actualizados de 
contribuyentes incide negativamente en la prestación e implantación de nuevos servicios 
de calidad y alto valor añadido en beneficio de los contribuyentes y, especialmente, en 
el adecuado control de cumplimiento de las obligaciones tributarias, lo que incide 
especialmente en la operatividad de cualquier plan operativo y creible de lucha contra el 
fraude fiscal. 
 
En este sentido, resulta muy interesante la experiencia alemana en la que me voy a 
detener brevemente para entender la dimensión del problema. En la República Federal 
de Alemania, cada Land administra los tributos compartidos. Desde 1994 están 
empeñados, por necesidades evidentes que se derivan de lo anterior, en la formación de 
bases de datos integrales de contribuyentes para uso común (proyecto FISCUS). A este 
proyecto no se ha adherido el Länd de Baviera. 
 
El tema de la organización de la Administración Tributaria alemana forma parte de un 
informe interno elaborado en el Ministerio Federal de Finanzas en 2003 (informe 
confidencial) dirigido a la Cancillería dentro de un programa de reforma del modelo de 
federalismo fiscal alemán. En este informe se constataba que el federalismo fiscal 
necesitaba de una reforma debido principalmente a dos cuestiones centrales: 

i. las ineficiencias en el actual sistema de Administración Tributaria federal, 
que han sido destacadas tanto por el Tribunal de Cuentas alemán como por 
diferentes estudios internacionales. El propio Ministerio Federal de Finanzas 
reconoce las que se citan a continuación: 
a) las desigualdades provocadas por la diferente frecuencia e intensidad de 

las inspecciones fiscales. Al ser competencia exclusiva de los Länder, la 
frecuencia puede variar en función de las disponibilidades de cada Land, 
lo que atenta contra la igualdad proclamada en la Constitución. 
Asimismo, la frecuencia e intensidad de las inspecciones podrían verse 
influidas por la competencia soterrada entre los distintos Länder para 
conseguir el asentamiento de empresas en sus respectivos territorios. 
Adicionamente, el Land puede no tener interés en aquellos tributos, 
cuyos ingresos corresponden exclusivamente a la Federación. Es el caso 
del Impuesto sobre Primas de Seguro, que se gestiona por los Länder, 
pero cuya recaudación corresponde integramente a la Federación. 

b) Fraude tributario en el IVA, por cuanto combatir las tramas de fraude es 
más dificil por la existencia de Administraciones Tributarias 
independientes, sin posibilidad de cruces automáticos de información. 

ii. La existencia de intereses contrapuestos Federación-Länder. 
a)   por un lado, la Federación, sea cual fuere el partido gobernante, tiene 
interés en que sus propuestas legislativas en materia tributaria sean 
aprobadas por el Parlamento sin necesidad de la concurrencia del Bundesrat1, 
ya que, al ser necesaria la ratificación de la Cámara de representación 
territorial, y estar en manos de la oposición en los últimos años, todas las 
reformas son bloqueadas o “descafeinadas” por la necesidad de llegar a 



compromisos en las llamadas Comisiones mediadoras  stag/rat. Este es un 
elemento que conviene tener presente en el debate para el caso español si 
progresa la propuesta de reforma constitucional que pretende convertir al 
Senado en Cámara Territorial y asume competencias similares a las del 
Bundesrat alemán. 

b)   por otro, el interés de los Länder de obtener mayor competencia legislativa 
en materia de impuestos, que les permita una mayor autonomía2. 

 
El Ministerio en su informe  planteaba tres posible soluciones para resolver la 
ineficiencia actual: 

• Separación Federación-Länder más estricta, atribuyendo las competencias 
legislativas y de gestión de cada tributo a un mismo ente territorial. 

• Atribución de la gestión de los tributos a la Federación. 
• Intercambio de ciertos tributos entre la Federación y los Länder con la finalidad 

de unir gestión y recaudación. 
La primera solución conllevaría una reforma constitucional, que debería ser aprobada 
por dos tercios de cada una de las Cámaras. 
La segunda solución, centralización de la Administración Tributaria, exige, por un lado, 
calcular el coste económico que supondría para la Federación asumir la gestión 
tributaria en manos de los Länder, lo cual es complicado ya que los costes de gestión 
están en manos de los Länder. Además, es indudable que estos perderían parte de sus 
competencias en materia de tanto prestigio social y de influencia política, por ello es 
dificil que Länders poderosos y con influencia política relevante en la Federación como 
Baviera o Baden-Wurtemberg acepten la propuesta. Sin olvidar que, según numerosos 
expertos, esta solución exigiría la modificación de la Ley Fundamental. 
La tercera solución, intercambio de impuestos, sería una solución de mínimos y 
consistiría en que el impuesto sobre Cervezas que ahora gestiona la Federación, 
perteneciendo los ingresos en su totalidad a los Lánder, y el Impuesto de Vehículos, que 
ahora gestionan y cuyos ingresos reciben los Länder, se atribuyeran en el futuro tanto 
los ingresos como la gestión exclusivamente a la Federación y, a cambio, los Länder 
recibirían en exclusiva los ingresos del Impuesto sobre Primas de Seguro, que ahora 
solamente gestionan. 
 
En este momento está abierto el proceso de reforma moderada del modelo de 
federalismo fiscal alemán. Este es uno de los temas que se plantea en sus trabajo la 
Comisión para la Modernización del Orden Federal, creada a finales del 2003, ante la 
constatación de las ineficiencias actuales en el sistema de organización fiscal 
Federación-Lánder. 
 
En cualquier caso, y volviendo al proyecto FISCUS conviene destacar que, a pesar de la 
urgente necesidad de formación de bases de datos integrales de contribuyentes para uso 
común, la iniciativa presenta dos graves dificultades: 

• el elevado coste del proyecto, que ha sido objeto de sucesivas valoraciones y que 
según informaciones facilitadas por la Administración Tributaria alemana, 
podrían rondar los 12.000 millones de euros, y 

• la situación de “impasse” actual, por cuanto la implantación del sistema estaba 
prevista para el año 2003, pero ha sido demorada, dentro de marco de revisión 
del sistema de organización fiscal del Estado, en algunos caso hasta el año 2006, 
y sólo referidas a proyecto piloto. 

 



 
8. Una Administración Tributaria Estatal garantiza la prestación de todos sus 

servicios de asistencia e información al ciudadano en todo el territorio nacional 
con equivalentes condiciones de calidad. 

 
Una Agencia Tributaria de ámbito estatal permite el mantenimiento, ampliación 
y perfeccionamiento de forma constante de los servicios al ciudadano sin 
discriminaciones administrativas y geográficas. En el caso de la Agencia 
Tributaria española, servicios tan importantes y reconocidos a nivel 
internacional como: 
- Elaboración del borrador del IRPF. 
- La gestión inmediata del abono anticipado para madres que trabajan fuera del 
hogar con hijos menores de 3 años, que ha exigido en el años 2003 más de cinco 
millones de pagos, para más de 600.000 beneficiarias de pagas mensuales por 
este concepto. 
- Las confección de declaraciones en sus oficinas o en colaboración con otras 
administraciones públicas o instituciones privadas. 
- Las transmisiones telemáticas de información tributaria para eliminar la 
expedición de certificados de papel, evitando desplazamientos a las oficinas de 
la Administración de los peticionarios. En el año 2003 se han evitado más de dos 
millones de desplazamientos a los correspondientes contribuyentes mediante la 
emisión de certificados telemáticos. En este sentido, la propia AEAT española 
reconoce el amplio potencial de este instrumento de prestación de servicios 
debido a la capacidad de desarrollo que, en la actualidad, presentan los 
convenios suscritos en esta materia con todas las Comúnidades Autónomas y 
con la Federación Española de Municipios y Provincias, así como también con 
otros organismos y administraciones públicas. 
- Pago y gestión por Internet de distintos procedimiento tributarios. En este 
sentido, como ejemplo, baste recordar que entre el año 2000 y el 2003 las 
declaraciones del IRPF han pasado de 115.245 a 1.721.000, manteníendose este 
crecimiento para 2004, 
se prestan sin diferencias en las diferentes Comunidades Autónomas a través de 
las distintas unidades que conforman el despliegue territorial de la AEAT 
española. 
 
Un planteamiento organizativo de competencia propia en cada territorio respecto 
a esta materia de información y asistencia al contribuyente, pondría en riesgo y 
podría ocasionar seria dificultades en el desarrollo de estas actividades tan 
fundamentales desde el punto de vista del servicio al ciudadano y de proyección 
social de la eficacia en la prestación de los servicios de una Agencia Tributaria. 
Varios son los motivos: 

- Pluralidad de decisiones en relación con su implantación y condiciones 
de prestación de los servicios, lo que imposibilitaría el nivel equivalente 
de prestación de servicios en todo el territorio. 

- Dificultad de formar y mantener censos y bases de datos integrados 
debidamente actualizados que comprometerían  muy seriamente la 
calidad en la prestación de los servicios antes señalados o, incluso, la 
posibilidad de que fueran prestado.  Se puede visualizar muy fácilmente 
esta dificultad al constatar que de no existir una base de datos 
puntualmente actualizada y mantenida a lo largo del tiempo con criterios 



homogeneos sería imposible la prestación de los servicios de elaboración 
y remisión de borradores de declaración de calidad, la consulta y 
remisión de datos fiscales de los contribuyentes para la elaboración, la 
remisión de certificados por vía telemática,… 
Por otra parte, la posible existencia de distintos programas de ayuda 
sobre los distintos impuestos condicionaría, sin duda, la aplicación de los 
mismos por los contribuyentes, la integración en las propias bases de 
datos, etc. Sin olvidar, que la colaboración social en la presentación de 
declaraciones se produce porque la Agencias suscribe acuerdos y 
convenio con una pluralidad de colaboradores. Este sistema se 
complicaría notablemente si cada administración actuaria tuviera que 
suscribir con esa pluralidad de colaboradores los mismos acuerdos y 
convenios. 

        
               -        Elevado coste de prestación de servicios en territorios en los que no se  
  den suficientes economías de escala para prestarlos, como podría ser los 

casos de Centros de Atención a Telefónica3, o el Centro de Impresión y 
Ensobrado de Documentos4. 

 
9. Una Agencia Tributaria Estatal garantiza el control integral del cumplimiento de 

obligaciones tributaria de los contribuyentes y la homogeneidad de criterios en 
la aplicación de los planes y procedimientos de control en todo el territorio del 
Estado, asegurando un principio de rango constitucional como es la igualdad de 
trato de los contribuyentes y una integrada y más eficaz lucha contra el fraude 
fiscal. 

 
En este sentido, la Agencia Tributaria española vuelve a ser un ejemplo en este 
sentido al desarrollar y aplicar un Plan General de Control Tributario, elaborado 
y aprobado anualmente con conocimiento y alta supervisión del Parlamento 
español, donde se contienen una serie de elementos fundamentales que permiten 
la incorporación de unidad de criterio y de actuación en los aspectos 
fundamentales del control tributario y que comentamos a continuación, tratando 
de elevarlos a la categoría de objetivos comunes de un Plan de Control 
centralizado para cualquier Administración Tributaria: 

• Un Plan de esta naturaleza debe contemplar, de forma integrada, las actuaciones 
coordinadas de todas las áreas de control tributario (Gestión, Inspección, 
Recaudación, Aduanas e Impuestos Especiales) en todo el territorio del Estado, 
lo que exige unas directrices general del Plan de Control y, sobre todo, unas 
normas de actuación coordinada que afecten a cada área.  

• En cualquier caso, la programación desarrollada en el Plan General de Control 
Tributario debe adecuarse a las especificidades y singularidades que puedan 
existit en los distintos territorios (tipos de industria, características sociológicas 
y económicas de los contribuyentes personas físicas,  nivel de desarrollo de las 
instituciones económicas y financieras,  redes y entramados específicos 
susceptibles de control especial,…). Para ello es necesaria una adecuada red 
institucional descentralizadaque permita una correcta caracterización de estas 
circunstancias siempre bajo una supervisión integrada a nivel estatal bajo una 
misma organización, ya que las reglas de ejecución del Plan deben asumir la 
unidad de criterio y uniformidad de actuaciones en relación con los distintos 
contribuyentes. Esta unidad de criterio es especialmente sensible en las 



aplicación de cuestión tan sensible como son los distintos procedimientos de 
control tributario. 

• Un Plan General gestionado por una Agencia Estatal sobre la base de la 
existencia de un censo y base de datos integrados permite, por una parte, la 
implantación y mantenimiento de importantes instrumentos de definición de 
riesgos y de selección de contribuyentes, tanto al servicio de la Agencia Estatal 
como de las propios Gobiernos Regionales, y, de otra, de instrumentos 
informáticos  y de ayuda a la comprobación, tanto en el ámbito tributario, como 
aduanero, como de recaudación (En el caso de la AEAT española los 
denominados “métodos de ayuda a la comprobación”) que permiten cruzar, 
comparar y explotar las información integral del contribuyente existente en la 
base de datos y la que el contribuyente aporta a los órganos actuarios. 

 
Cualquier otra fórmula de atribución de competencias de los distintos territorios en 
relación con la planificación y ejecución del Control Tributario presentan 
inconvenientes serios que cuestionan su eficacia: 

- Existencia de múltiples planes y programas de actuación en cada 
territorio, en muchos casos con distinto contenido y enfoque diferentes, 
lo que, sin duda, incidirá negativamente en el éxito de los planes y 
atentará contra la igualdad de trato que ha de darse a los contribuyentes 
en todo el territorio nacional. Esto es, contribuyentes fuertemente 
controlados por varias Administraciones frente a contribuyentes impunes 
en ciertos casos.  

- Dificultad de consensuar, en su caso, un plan integrado de control 
tributario y ejecutar las decisiones que de él se derivan, si esta es la 
opción de gestión final. En todo caso, siempre existirá la posibilidad de 
que, por criterios técnicos o políticos, determinadas administraciones 
tributarias no se vinculen  a elementos comunes de la planificación o, 
incluso, a la totalidad de la planificación. 

- Falta de integración y coordinación entre las distintas área de control 
tributario. Esto afecta especialmente al ámbito aduanero ya que, por 
ejemplo, en la distribución de competencias entre el Estado y las CC.AA. 
españolas la gestión de régimen aduanero corresponde como 
competencia exclusiva al Estado. 

- Imposibilidad, a falta de un censo y base de datos integrados y 
actualizados, de desarrollar y aplicar instrumentos informáticos de 
calidad al servicio de la determinación de riesgo y selección de 
contribuyentes, así como de métodos de ayuda a la comprobación 
fiables. 

 
 
En definitiva, la compartimentación territorial del control tributario y las 

dificultades que tiene la coordinación entre distintas administraciones tributarias 
(no olvidemos que un contribuyente puede actuar en diferentes territorios a la 
vez) restaría eficacia a la lucha contra el fraude y, al mismo tiempo, sería un 
incentivo a desarrollar mecanismos de planificación estratégica a nivel estatal 
con el fin de eludir los impuestos, similares a los que se practican a nivel 
internacional. Como ejemplo, supongamos el caso de un contribuyente que actúa 
en múltiples territorios o que está relacionado con otros que operan en esos 
territorios. En estos casos, una Agencia con competencia en todo el Estado y con 



autonomía de gestión, en virtud de su flexibilidad organizativa y funcional 
desplegada en todo el territorio nacional, podría actuar de forma inmediata sobre 
todos los contribuyentes afectados por una investigación y en todos los 
territorios donde operen cruzando información de operaciones y contribuyentes 
y evitando la ruptura de las cadenas de información.  En estos casos, si la 
investigación y comprobación de las distintas actividades o contribuyentes 
corresponde a administraciones territoriales distintas, se pondrían de manifiesto 
grandes dificultades en cuanto a la existencia misma de información para poder 
actuar y, sin lugar a duda, en cuanto a la posibilidad de coordinar en tiempo, 
medios y objetivos la actuación de las distintas administraciones tributarias 
territoriales implicadas. 

 
Otro caso relevante se puede dar, en el ámbito de la recaudación ejecutiva, 

en el supuesto en el que el contribuyente o los contribuyentes cambien de 
administración territorial competente.  En este caso, una Agencia Tributaria de 
ámbito estatal podría actuar de forma inmediata y flexible respecto al deudor, en 
todo el territorio nacional, y respecto a todas sus deudas. Es fácil comprender 
que, en el caso de que la competencia recaudatoria se residencie en las 
administraciones territoriales, se va a hacer más dificil, costoso e incierto el 
seguimiento patrimonial del contribuyente y, en consecuencia, la apreciación de 
la solvencia global del mismo. 

 
10. Una Agencia Tributaria Estatal garantiza, por su alta función de diseño y 

coordinación de la administración fiscal, la colaboración leal con otras 
instituciones públicas y privadas nacionales e internacionales. 

 
 

En primer lugar, una Agencia Tributaria Estatal garantiza la colaboración 
y coordinación con otros organismos y administraciones pública en el ámbito del 
servicio al ciudadano y de la lucha contra el fraude.  En este sentido, podemos 
destacar que la organización de una Agencia a nivel de todo el territorio del 
Estado permite y facilita la aplicación de convenios, acuerdos e instrumentos 
suscritos entre ésta y otros organismos y administraciones en materias tan 
fundamentales en la aplicación, liquidación, gestión, recaudación y control de 
los impuestos como: cesiones e intercambios de información, colaboraciones en 
las campañas de tributos fundamentales, especialmente el IRPF, presentación 
telemática de declaraciones, etc. Además, estos procesos de cesión e intercambio 
de información con otras Administraciones Públicas garantiza la unidad de 
criterio y uniformidad en relación con los datos suministrados a las distintas 
Administraciones Públicas para el ejercicio de sus funciones. 

 
En España, la AEAT tiene suscritos acuerdos, convenio e instrumentos 

de colaboración y coordinación con la Seguridad Social, el Catastro, Registros 
Públicos, Comunidades Autónomas, Entidades Locales, etc. A modo de ejemplo, 
merece destacarse que, en 2003, se aplicaron 165 convenio de cesión de 
información con otras administraciones públicas. 

 
Cualquier otra solución organizativa que atribuya competencias sobre la 

materia a cada administración territorial,  dificultaría, cuando no impediría, la 
adopción y aplicación de estos instrumentos de cooperación institucional. Cada 



administración debería articular su propio esquema de relaciones con todos estos 
organismos y administraciones públicas, multiplicando exponencialmente el 
número de acuerdos institucionales necesarios para cumplir con los objetivos 
básicos de una administración tributaria eficiente. Los costes, los inconvenientes 
técnicos se verían claramente incrementados y la calidad de la información 
mermada, teniendo en cuenta que la información a ceder o intercambiar, o la 
colaboración a prestar,  quedaría atomizada y circunscrita a los datos 
correspondientes al ámbito territorial de la correspondiente administración 
tributaria. 

 
En segundo lugar, Una Agencia Tributaria Estatal garantiza la 

colaboración social con otras instituciones y organismos privados. Resulta 
habitual que una Administración Tributaria moderna se apoye para la prestación, 
de la cada vez mayor, bateria de servicios que provee al ciudadano 
contribuyente, en múltiples organismos e instituciones privadas. El hecho de que 
exista un solo interlocutor para la negociación de los acuerdos de cooperación 
con esta multiplicidad de instituciones es lo que hace posible la prestación del 
servicios ya que otra opción de competencia en ámbito territoriales reducidos 
harían muy dificil la colaboración por razones similares a las indicadas arriba, 
pero tambien por la dificultad de llegar a acuerdos con organismos e 
instituciones radicada fuera del territorio de referencia pero con intereses 
económicos y sociales en el mismo. 

 
En tercer lugar, y quizás más determinante si cabe de la posición, es que 

una Agencia Estatal de Administración Tributaria garantiza la colaboración, 
cooperación y coordinación en materia tributaria con administraciones y 
organismos públicos internacionales, por cuanto estos suelen exigir un 
interlocutor único en cada Estado para resolver las cuestiones que afectan a la 
fiscalidad internacional. Esta actividad se extiende fundamentalmente a: 

• intercambio de información,   
• actuaciones coordinadas de lucha contra el fraude fiscal internacional,  
• la asistencia mutua en materia de aduanas y recaudación, y, en general,  
• la aplicación de los Convenio de doble imposición internacional. 

Estas actividades se verían seriamente comprometidas si no es posible disponer 
de un censo y base de datos integrada debidamente actualizada, por razón de que 
la competencia sobre las mismas estuviera residenciada en cada administración 
territorial. Sin olvidar, como ya hemos señalado, que la interlocución con estas 
administraciones y organismos internacionales podría perder eficacia por las 
dificultades de coordinación entre las distintas administraciones para solicitar o 
explotar la información disponible. 
 

11. Una Agencia Estatal de Administración Tributaria, con competencias en la 
selección, capacitación y formación permanente del personal en todo el territorio 
nacional, es la garantía de profesionalidad y especialización para el 
cumplimiento de su alta función como garante del buen funcionamiento del 
sistema tributario en su conjunto. 

 
En este sentido, el caso español es paradigmático. La AEAT dispone de un 
personal altamente cualificado y especializado, consecuencia de la solidez y 
objetividad de los procesos de selección del personal (fase de oposición y cursos 



en la Escuela de Hacienda Pública del Instituto de Estudios Fiscales) y de la 
formación permanente de los funcionarios y empleados público que trabajan en 
la misma. La calidad y solidez de la formación en este Centro hacen que algunas 
Comunidades Autónomas y Gobiernos Locales hayan confiado en esta 
institución la labor de formación y reciclaje de sus profesionales con el fin de 
alcanzar el grado de excelencia formativa que este Centro garantiza. La 
potenciación de su función de formación de funcionarios al servicio de la 
Hacienda Pública no sólo de la Administración Central sino de las 
Administraciones Autómica y Local debería ser un elemento a tener en cuenta 
para optimizar los procedimientos de trabajo de todas las administraciones y el 
mutuo conocimiento que facilite la cooperación y los intercambios no sólo de 
información fiscal, sino de gestión y organización institucional. 
 
El riesgo de procesos de selección dispares y programas de formación no 
integrados podría ocasionar la existencia de criterios de selección y formación 
dispares entre los distintos territorios, con un mayor riesgo de clientelismo 
político en los procesos de selección, así como una falta de homogeneidad de la 
capacitación del personal que presta los servicios de administración tributaria. 
En última instancia, esto redundaría en un importante perjuicio en la prestación 
de los servicios de la administración tributaria, en la lucha contra el fraude y, en 
definitiva, en un tratamiento dispar de los contribuyentes en los distintos 
territorios.   
 

12. Modelo de participación, colaboración y coordinación de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria española con las Comunidades Autónomas en la 
gestión de los tributos. Garantías del modelo. 

 
Para entender el modelo de colaboración institucional entre la AEAT de España 
y las CC.AA. es necesario reconocer el marco institucional en que se apoya. 
 
 Las Leyes 41/1981, de cesión de tributos del Estado a la Generalitat de 
Cataluña y la Ley 30/1983, de cesión de tributos a las Comunidades Autónomas, 
crearon las denominadas Comisiones Coordinadoreas y Oficinas de 
colaboración, coordinación y enlace.  Posteriormente en 1993, como 
consecuencia de un acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera, se 
crearon, por ley, dentro de la Agencia Tributaria, la Comisión Mixta de Gestión 
del IRPF en el ámbito central y los Organos de Relación en el ámbito territorial. 
Sin embargo, este diseño institucional tan pobre en las relaciones con las 
Comunidades Autónomas no provocó los resultados deseados ya que el 
funcionamiento de todos estos órganos fue prácticamente nulo, tanto en lo que 
respecta a su actividad, al número de reuniones, como a la importancia de los 
acuerdos alcanzados. 
 
 Es a partir de 1996 cuando se estable el actual esquema de participación 
de las Comunidades Autónomas en las gestión tributaria del IRPF y de los otros 
tributos cedidos como consencuencia de la apuesta decidida en el plano 
normativo por una corresponsabilidad fiscal efectiva y real en el modelo de 
financiación. El modelo de financiación autonómica para el período 1997-2001 
pone enfasis en los siguientes aspectos: 



• las CC.AA. dispondrían de capacidad normativa en la aplicación del IRPF, con 
facultades en elementos tributarios cuantitativos como mínimos exentos, tarifas 
y deducciones. En el momento inicial, El Estado abatiría el 85 por 100 de los 
tipos actuales, atribuyendo la recaudación según criterio territorial hasta el 15%, 
previa adecuación de las deducciones. Una vez que se completaran los traspasos 
en materia educativa, se reduciría en otro tanto la imposición estatal, con lo que, 
al final del quinquenio, las CC.AA. dispondrían de un espacio equivalente al 
30% del IRPF. 

• Las CC.AA. dispondrían también de facultades normativas en determinados 
aspectos de la regulación de los tributos cedidos, 

• La financiación global del sistema se determinaría según las variables y 
ponderaciones aplicables en aquel momento, y, por lo que a nosotros nos 
interesa en este trabajo, 

• Las CC.AA. podrían participar en las tareas de dirección y control de la AEAT, 
con relación al IRPF, en su ámbito territorial. 

 
Con este esquema se ha basado la corresponsabilidad fiscal efectiva en la atribución 
de competencias normativas en relación con los tributos estatales cedidos y en la 
cesión parcial de la recaudación del IRPF.  En términos generales y siguiendo a 
numerosos autores, la reforma del sistema de financiación se ha conducido por la vía 
de los “tributos compartidos”, añadiéndose a estos aspectos sustantivos medidas de 
coordinación orgánica y funcional en la gestión de los tributos cedidos y de 
resolución de conflictos. En este contexto, se crearon la Comisión Mixta de 
Coordinación de la Gestión Tributaria y los Consejos Territoriales de Dirección 
para la Gestión Tributaria. Ambos órganos de coordinación y colaboración han 
funcionado eficazmente, contribuyendo de forma decisiva a la consolidación y 
aplicación del principio de cooperación inteadministrativa en el modelo de 
financiación autonómica español, así como de la efectiva participación de las 
CC.AA. en la gestión de los tributos. 
 
 Con el nuevo sistema de financiación autónomica que se deriva del Acuerdo del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de 27 de julio de 2001, se profundiza en la 
asunción, por las Comunidades Autónomas de régimen común, de un importante 
nivel de corresponsabilidad fiscal. En atención a la sustancial ampliación de los 
recursos tributarios cedidos en este nuevo modelo, se plantea la necesidad de una 
mayor coordinación y participación de las CC.AA. en las gestión de los tributos 
cedidos, incorporando en la Ley 21/2001 las normas concretas de localización y 
atribución de los rendimientos de los tributos cedidos a las CC.AA., así como de 
colaboración entre las Administraciones en la gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de los tributos, y también en la revisión de los actos dictados vía de 
gestión tributaria. Así pues, a partir de 2002, se introducen nuevos mecanismo de 
coordinación y participación de las CC.AA. en la gestión tributaria del Estado, al 
tiempo que se potencian los ya existentes.  En este contexto,  articulan los siguientes 
órganos: 
• El Consejo Superior de Dirección de la AEAT, que se configura como órgano 

rector de la Agencia Tributaria, presidido por el Secretario de Estado de 
Hacienda y Presupuestos en la VIII  legislatura, siendo Vicepresidentes el 
Director General de la Agencia y representante de las CC.AA.  Este órgano 
integra al máximo nivel la participación de las CC.AA. y Ciudades Autónomas 
en los aspectos más relevantes de la actividad de la Agencia, asesorando e 



informando al Presidente en cuestiones tan relevantes  como la planificación 
estratégica de la Agencia, su organización y funcionamiento, el establecimiento 
de directrices a los órganos ejecutivos y operativos como la Comisión Mixta y 
los Consejos Territoriales en materia de coordinación y colaboración con las 
CC.AA., sin olvidar que el Consejo Superior informará, antes de su aprobación, 
del Plan General Autonómico de la Agencia Tributaria. 

 
El Consejo Superior se constituyó a finales del año 2002, una vez 

completada jurídicamente la implantación del nuevo sistema de financiación de 
las CC.AA. A partir de este momento, el Consejo tiene unas previsiones de 
reunión, de forma ordinaria, de dos veces al año, aunque en 2003 celebró cuatro 
reuniones.  

 
Quizás una de los problemas de este órgano sea la falta de paridad en su 

composición ya que está compuesto por 14 representantes de la Administración 
del Estado y 6 representantes de las CC. AA., designados anualmente por el 
Consejo de Política Fiscal y Financiera. Una línea de reforma, sin romper el 
modelo institucional consolidado, podría ser la amplicación del grado de 
participación de las CC.AA. en este Consejo. 

 
• La Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria, que es el órgano 

colegiado de participación de las CC.AA. y Ciudades Autónomas en la AEAT 
en el ámbito central, con funciones operativas de coordinación normativa, 
intercambio de información, colaboración y coordinación en la gestión que 
realizan las administraciones tributarias que lo integran. Está presidida por el 
Secretario de Estado de Hacienda y Presupuestos y es  Vicepresidente el 
Directos General de la Agencia. En este órgano sí están representadas todas las 
CC.AA. y Ciudades Autónomas teniendo las CC.AA. igual número de votos que 
los representantes de la AEAT y de la Administración General del Estado. Este 
órgano se reune ordinariamente cuatro veces al año, coincidiendo habitualmente 
con el final de cada trimestre. Además, la Comisión Mixta funciona también a 
través de grupos de trabajo que se reúnen varias veces al año5 

• Los Consejos Territoriales de Dirección para la Gestión Tributaria, que son los 
órganos colegiados de participación de las CC.AA. en la AEAT, en el ámbito de 
la respectiva Comunidad Autónoma y Delegación Especial. Están compuestos 
por tres representates de la Agencia y tres de la respectiva Comunidad 
Autónoma, además del Delegado Especial de la Agencia Tributaria que preside 
el Consejo. Se reunen habitualmente cuatro veces al año coincidiendo con el 
inicio o final de cada trimestre, existiendo también, en este ámbito, comisiones 
de trabajo encargadas de diversos asuntos como: 

- Intercambio de información,  
- Asistencia en Campañas de impuestos personales (IRPF,…) 
- Coordinación IVA- Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales, 
- Control tributario, y 
- Otras. 

• Dependencias Regionales de Relaciones Institucionales, que están pendientes de 
ser puestas en marcha y que deberán actuar de unidades de enlace, que asumirán 
la coordinación de las relaciones con la respectia Comunidad o Ciudad 
Autónoma. No obstante, en la práctica, en las distintas Delegaciones Especiales 



ya existen designados interlocutores permanentes de relación con representantes 
de las administraciones tributarias de las Comunidad Autónomas. 

 
En cualquier caso,  y con esta esquema institucional las Comunidades Autónomas 
están participando efectivamente en la Agencia Tributaria y han puesto en marcha 
múltiples instrumentos de colaboración y coordinación en materia de información y 
asistencia al contribuyente y en materia de control tributario: 
 
• Las Comunidades Autónomas están participando activa y efectivamente en la 

planificación estratégica de la Agencia Tributaria defendiendo sus intereses que 
son los del conjunto de las administraciones tributarias españolas. 

 
En este sentido, las CC.AA. han participado en el diseño de los 

instrumentos de planificación de la Agencia correspondientes a los ejercicios 
2003 y 2004, y han sido informadas en todo momento de los resultados de la 
planificación de la Agencia correspondiente al año 2002, primer año de 
aplicación del nuevo sistema de financiación autómica. Asimismo, han tenido 
ocasión de analizar los sucesivos Proyectos de Plan de objetivos de la Agencia, 
en el que se incluye, desde el año 2003 y como consecuencia del nuevo modelo 
de financiación autonómica, el citado Plan General Autonómico, así como 
evaluar  las Directrices Esenciales del Plan General de Control Tributario 
correspondientes a los años 2003 y 2004. En este último caso,  las CC.AA. han 
podido incorporar en los Planes de Control Tributario, programas específicos de 
actuación y actuaciones conjuntas a partir de los hechos diferenciales que el 
control tributario exige en la respectiva comunidad autónoma en función de la 
estructura y patrones de comportamiento del fraude fiscal en las mismas. Resulta 
también de interés destacar que, con independencia del futuro que pueda tener el 
documento estratégico “Agencia Tributaria 2005” a partir de los avatares 
políticos derivados del cambio de Administración en marzo de 2004 y su posible 
asunción o no por la nueva dirección de la Agencia,  las CC.AA. han participado 
activamente en la elaboración del mismo definiendo las lineas generales de 
actuación de la Agencia Tributaria en un escenario plurianual. 
 

• Las Comunidades Autónomas y la AEAT están llevando a cabo una intensa 
labor de coordinación normativa, por cuanto, en el ámbito de la Comisió Mixta, 
se analizan e informan de forma bilateral y multilateral, todos los proyectos 
normativo con rango de ley emanados de las distintas administraciones 
tributarias con el fin de dotar de coherencia al sistema fiscal en su conjunto 
evitando inconsistencias entre las normas estatales y autonómicas. En este 
sentido, es también habitual el análisis de determinadas normas reglamentarias y 
la constitución y celebración de grupos de trabajo para el establecimiento de 
criterios comunes en relación con la aplicación de la normativa y el desarrollo de 
los procedimientos tributarios. 

• Cuestionando la idea transmitida a la opinión pública de la existencia de un 
“apagón estadístico” que habría afectado a la planificación presupuestaria de las 
CC.AA. en los últimos años, las CC.AA. han dispuesto y disponen de una 
amplia información sobre la evolución de la recaudación de los distintos tributos 
y el comportamiento dinámico de los mismos de cara a sus estrategias 
presupuestarias y financieras. A modo de ejemplo, podemos destacar que las 
CC.AA. reciben sistemáticamente la siguientes información sobre esta materia: 



- Informe mensual y anual de Recaudación Tributaria. 
- Estadísticas de IRPF de periodicidad anual. 
- Estadísticas del IVA (1998-2002). 
- Información actualizada del Impuesto sobre el Patrimonio Neto a partir 

de un nuevo modelo de cesión de información más operativo. 
- Información mensual y anual sobre la recaudación y declaraciones 

presentada por el Impuesto sobre Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos y por el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de 
Transporte. 

Además de un informe anual del Director de la Agencia a la Comisión Mixta 
sobre los tributos cedidos gestionados por la Agencias. 

• Las CC.AA. y la Agencia Tributaria están trabajando coordinadamente a través 
de un sofisticado y amplio sistema de intercambio de información para la 
gestión de los tributos. 
 
Las CC.AA. tienen acceso6 a la base de datos de la Agencia, con carácter 
general, incluido el IVA y cualquier figura tributaria relevante, de forma directa 
respecto de los contribuyentes de su ámbito territorial y previa petición, respecto 
de los contribuyentes de otros ámbitos territoriales. Las dificultades de este 
acceso en el caso de administraciones tributarias independientes es obvia desde 
el punto de vista técnico y determinante desde el punto de vista político. 
 
Las CC.AA. disponen de instrumentos informáticos de apoyo al control 
tributario, basado en el intercambio de información, actualizados periódicamente 
(CRUCES y CLASES), sin que existe restricción alguna en cuanto a la 
utilización de estos instrumentos  en cuanto al número de usuarios de estos 
instrumentos siempre que esté adecuadamente definido el perfíl de acceso del 
personal técnico de la Administración autonómica. 
 
Por su parte, las CC.AA. trasladan a la Agencia información sobre los tributos 
cedidos que gestionan, y que son determinantes, en muchos casos, para diseñar 
de forma sólida estrategias de control tributario. 
 

• Las CC.AA. participan en aspectos fundamentales de los servicios de 
información y asistencia al contribuyente de la Agencia Tributaria, que van 
desde el suministro de información para finalidades no tributarias (p.e., solicitud 
telemática de certificados tributarios para cualquier tipo de expediente 
administrativo), hasta la colaboración en las campañas del IRPF. 

 
• Por último, pero fundamental en el cumplimiento de los objetivos estratégicos 

de un sistema de gestión eficiente de administración tributaria, la Agencia 
Estatal y las CC.AA., desarrollan, colaboran y se coordinan en el ejercicio del 
control tributario.  

 
En este sentido, debemos destacar el documento de la Comisión Mixta 

titulado “Reforzamiento en materia de inspección”, donde se establecen los 
cauces de comunicación adecuados entre los órganos encargados de las 
inspección de las administraciones tributarias afectadas, tendentes a garantizar la 
colaboración y la coordinación en la actuación inspectora. Es habitual, por otra 
parte, que en el Plan de Control de la Agencia se incluyan determinadas 



propuestas efectuadas por las CC.AA., referidas tanto a tributos por ellas 
gestionados, como a tributos gestionados por la Agencia, así como la puesta 
disposición de las CC.AA. de instrumentos de apoyo a la gestión y al control 
tributario7, que permitan, entre otras actuaciones: 

 
- La elaboración de relaciones de no  declarantes en el Impuesto de 

Sucesiones. 
- Intercambios de información para la comprobación del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados8. 
- Comprobaciones de bonificaciones de los tributos cedidos, etc. 
 

Asimismo, todas la CC.AA. han suscrito el Convenio Marco de recaudación 
ejecutiva, en virtud del cual la Agencia Tributaria asume la gestión recaudatoria 
ejecutiva que se encomiende a las CC.AA. de los siguientes recursos: 

- Tributos propios de la Comunidad Autónoma. 
- Tributos cedidos por el Estado. 
- Cualquier otro recurso de derecho público del que sea titular la CC.AA. 
- En su caso, los tributos locales cuya gestión recaudatoria tuviera asumida 

la Comunidad Autónoma. 
 

Todo este diseño institucional que se ha ido configurando, perfilando y puliendo 
a lo largo de diez años merece una valoración positiva al marcar el camino por el que 
debe transitar la colaboración y coordinación de las CC.AA. y la Agencia Tributaria 
para una gestión más eficiente del sistema tributario integral. El riesgo de un salto al 
vacio con un esquema de Administraciones Tributarias Territoriales es evidente, por 
cuanto supondría un nuevo marco de referencia, no sólo político, sino institucional con 
la dificultades de su definición y concrección en instrumentos de coordinación 
operativos a medio plazo, con evidentes pérdidas de eficiencia y posiblemente 
recaudatorias hasta que se puedan internalizar los problemas de transición del modelo. 
 

13. Conclusiones: 
 

A modo de conclusión de este documento, voy a tratar de resumir las ventajas y 
desventajas de una organización centralizada y descentralizada en el ámbito de la 
Administración Tributaria, con referencia a nuestro modelo de organización, para tratar 
de justificar las potencialidades que tiene una Administración centralizada pero 
compartida y cooperativa desde el punto de vista de la eficacia, eficiencia y 
productividad del sistema de ingresos públicos. 

 
Una administración tributaria descentralizada tendría las siguientes ventajas: 
1. Puede incrementar la transparencia respecto de la situación en la que una 

administración centralizada administra los impuestos de los gobiernos 
subcentrales, lo cual aumenta el beneficio del proceso de rendición de 
cuentas ante los ciudadanos. En definitiva, no permite diluir 
responsabilidades de gestión en otras administraciones. 

2. Administraciones Independientes puede actuar como organizaciones que 
experimentan nuevos procedimientos de gestión pública moderna para las 
administraciones tributarias, aprovechando la mayor flexibilidad y agilidad 
de las pequeñas organizaciones. 



3. Una administración tributaria descentralizada puede aprovecharse de su 
conocimiento y familiaridad con el entorno de mercado, de las prácticas 
habituales de negocio local y otras particularidades para incrementar los 
niveles de cumplimiento fiscal. 

4. Puede procurar un mayor y más cierto control sobre sus propios ingresos, y 
5. la descentralización en la gestión tributaria puede permitir una mayor 

seguridad de que los ingresos de los gobiernos subcentrales son tenidos en 
cuenta en los procedimientos de gestión, recaudación y control en lugar de 
prestar más atención a los ingresos del nivel del gobierno central. 

 
Frente a este conjunto de ventajas, un tanto retóricas, de las administraciones 

tributarias descentralizadas, podemos perfilar las siguientes que se derivan del 
cuerpo central del documento que se resumen a continuación: 

1. Una administración centralizada ofrece uniformidad en todo el país a través 
de la homogeneización de los procesos de recaudación y mejorando los 
procesos de inspección y recaudación. 

2. Una administración centralizada garantiza que todos los contirbuyentes sean 
tratados de forma idéntica, sobre todo en aquellos actos, negocios o 
actividades que se realizan u operan en varias jurisdicciones territoriales. 

3. El tratamiento uniforme mejora la percepción de justicia a nivel del Estado, 
lo cual contribuye a promover  el cumplimiento voluntario de las 
obligaciones tributarias. 

4. Elimina las confusiones de tener que tratar con varias administraciones, con 
procedimientos diferenciados. 

5. El mayor tamaño de las agencias centrales permite la contratación de 
personal más cualificado, la adopción de tecnologías más sofisticadas y el 
disfrute de economías de escala en ciertas funciones administrativas. 

6. Está más equipada legalmente y en términos de recursos para tratar con 
entidades multinacionales. 

7. Resulta un interlocutor válido y del mismo nivel para el intercambio de 
información, actuaciones y experiencias con otras administraciones 
tributarias internacionales. 

8. Una administración tributaria centralizada pero sufiente y adecuadamente 
desplegada a nivel territorial puede también beneficiarse de la familiaridad 
con el entorno de los mercados y prácticas de negocios locales. 

9. Aunque resulta fundamental que las administraciones centralizadas aseguren 
adecuadamente los derechos de recaudación de los gobiernos subcentrales, 
evitando prestar más atención a los ingresos del nivel central en relación a 
los ingresos de los gobiernos subcentrales. 

 
  Siguiendo a  Mikesell (2001), para garantizar la autonomía fiscal y financiera de 
nuestras CC.AA., la asunción de la gestión tributaria con una administración 
descentralizada e independiente de la AEAT es una cuestión de menor importancia. Sin 
embargo, consideramos que es necesario, en cualquier caso, en España la existencia de 
una administración compartida y cooperativa, con un papel relevante de las CC.AA., 
pero en el seno de la Agencia Estatal de Administración Tributaria por las ventajas que 
reporta en cuanto a eficacia, eficiencia y productividad del sistema integrado de 
ingresos públicos de todas las Administraciones Públicas.  

 
 



 
                                                 
1 La ratificación de reformas tributarias en el Bundesrat es necesaria siempre que se trate de impuestos de 
recaudación compartida (art. 105 de la Ley Fundamental alemana), entre los que están el IRPF, el IS y el 
IVA. 
2 El artículo 108 de la Ley Fundamental alemana atribuye a los Länder la gestión de los tributos excepto 
los derechos de aduana, IVA importación, impuestos especiales y exacciones UE. Por lo tanto, gestionan 
los tributos que proporcionan la mayoría de los ingresos; sin embargo, la competencia legislativa sobre 
éstos reside en la Federación, aunque se requiera la ratificación del Bundesrat por tratarse de tributos de 
recaudación compartida. 
3 Este Centro en la AEAT ha atendido en el año 2003 en torno a 14 millones de llamadas. 
4 Este Centro ha gestionado y enviado 50.269.000 documentos en 2003. 
5 Durante el año 2003 se han celebrado cuatro reuniones  y también cuatro reuniones de los grupos de 
trabajo. 
6  Acuerdo de la Comisión Mixta de 29 de marzo de 2000. 
7 En el período 2002-2003, la Agencia ha incoado y trasladado a las CC.AA. 2.675 actas de Patrimonio, 
impuesto cedido a la CC.AA. 
8 Un aspecto especialmente sensible en las relaciones Agencia-CC.AA., ha sido el relativo a los supuestos 
de doble imposición IVA-ITP. En la actualidad, un documento aprobado el 24 de marzo de 1999 por la 
Comisión Mixta establece un procedimiento de coordinación técnica para la aplicación del impuesto 
legalmente procedente. Este procedimiento ha permitido pasar de 146 supuestos resueltos en 1999 a 1286  
en 2002, lo que pone de manifiesto la eficacia del procedimiento establecido. 


